JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO
Medellín, veintidós (22) de octubre de dos mil catorce (2014) 
	RADICADO:

	05001 33 33 020 2012 00224 00

	MEDIO DE CONTROL

	REPARACIÓN DIRECTA  

	DEMANDANTE: 
	GLADYS AMPARO TORRES ARROYAVE Y OTROS

	DEMANDADO:

	E.S.E. HOSPITAL SAN RAFAEL DE YOLOMBÓ- ANT.   

	ASUNTO:
	No da trámite solicitud


La Dra. MARISOL MESA AVILA actuando en causa propia, presentó escrito solicitando librar mandamiento de pago (folios 17 y 18 cdno No. 3) en contra de GLADYS AMPARO ARROYAVE, por la suma de UN MILLON OCHOCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL PESOS M.L. ($1.875.000) por concepto de capital incorporado en la providencia que fija honorarios, más los intereses moratorios correspondientes.

Al respecto, el artículo 104 de la Ley 1437 del 2011, prescribe que la jurisdicción de lo contencioso administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y las leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, omisiones y operaciones, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. Igualmente conocerán de los siguientes procesos:

“6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por esas entidades”.(Negrillas del despacho).

Es entonces la regla general, en materia de procesos de ejecución, que ellos corresponden a la Jurisdicción Ordinaria (la cual tiene la cláusula general de competencia) y por excepción, algunos de ellos se atribuyen a la Jurisdicción Contencioso Administrativa; lo que significa que ésta última sólo puede tramitar aquellos que explícitamente se le han asignado por el legislador.
Por su parte el artículo 297 numeral primero (1º) ibidem, prescribe que para los efectos del citado código, constituye título ejecutivo: “1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas de dinero”.
Reitera esta norma, lo ya señalado en el artículo 104 numeral 6º, en relación a que la Jurisdicción Contencioso Administrativa es competente para tramitar los procesos ejecutivos derivados de aquellas condenas impuestas por ésta misma jurisdicción. 

Se precisa que la norma en comento (297 numeral 1º CPACA) le agrega unos elementos adicionales a los contemplados en el 104 numeral 6º Ibídem, al referirse exclusivamente a las sentencias debidamente ejecutoriadas y donde la condenada sea una entidad pública y obligada a pagar sumas de dinero; significando lo anterior, que la condena debe provenir de una sentencia emanada de la jurisdicción contenciosa administrativa, que la misma sea adversa a una entidad pública y que se trate de obligaciones de pagar sumas de dinero, para que sea competente la misma jurisdicción para la ejecución. De lo contrario, si la condena no proviene de una sentencia, no es adversa a una entidad pública, o no se refiere a sumas dinerarias, la jurisdicción competente para la ejecución, sería la ordinaria. 

Ahora bien, para el despacho, la regla que debe servir de pauta para asignar jurisdicción en procesos de ejecución, debe ser el artículo 104 numeral 6º citado y no el 297 del CPACA, que sólo enuncia algunos títulos ejecutivos. El 104 numeral  6º no hace distinción alguna del deudor, sin que distinga si el obligado es una entidad pública o por el contrario un particular, así como tampoco, el tipo de obligación, si es de aquellas de dar, hacer, no hacer o pagar sumas de dinero. Sin embargo ambas normas son contundentes al indicar que la jurisdicción de lo contencioso administrativo esta instituida para conocer de procesos ejecutivos,  cuando sean derivados de condenas impuestas por la misma jurisdicción. En consecuencia, solo serán ejecutables ante la jurisdicción administrativa, aquellas providencias que impongan una condena.
En el presente proceso la ejecución solicitada se fundamenta en el auto del 30 de julio de 2014 (folios 15 y 16 cdno 3) proferido por este despacho, por medio del cual se fijan unos honorarios a la profesional del derecho MARISOL MESA AVILA, quien fungía como apoderada de la parte demandante. Providencia de la cual no se deriva una condena, siendo por lo tanto su ejecución del resorte de la Jurisdicción Ordinaria.

Según el artículo 422 del Código General del Proceso, pueden demandarse ejecutivamente "las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de  las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, o los demás documentos que señale la ley (...)". (Negrillas y subrayas fuera del texto).

Así las cosas, se concluye que el “título” que pretende hacer valer la Dra. MARISOL MESA VILA en el sub iudice, proviene de una providencia que puede llegar a tener fuerza ejecutiva conforme a la ley, pero no proviene o deriva de una condena, o de una sentencia condenatoria
 impuesta por la Jurisdicción de lo contencioso administrativo.

En consecuencia, este despacho no dará trámite  a la solicitud presentada por la profesional del derecho, por cuanto la demanda ejecutiva que se pretende deberá ser presentada ante la Jurisdicción Ordinaria, con los requisitos que para ello exija la ley. 
NOTIFÍQUESE
SANDRA LILIANA PEREZ HENAO
JUEZ

M.D.C.

Radicado 05001333302020120022400
NOTIFICACIÓN POR ESTADO


JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO





En la fecha se notifica por ESTADO el auto anterior,





Medellín, 23 de octubre de 2014 fijado a las 8 a.m.








_________________________________________________________


VERONICA MARÍA PEDRAZA PIEDRATA


SECRETARIA








� El doctrinante Hernando Morales Molina, frente al tema de la sentencia condenatoria, dice “se encamina a la declaración judicial de un derecho y a la condena del demandado a la satisfacción de la prestación debida como consecuencias, según el derecho sustancial, de la existencia del derecho que reconoce o declara” (Curso de Derecho Procesal Civil – Parte General, Undécima Edición, Editorial ABC, Bogotá 1991, p. 529).
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